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II. RÉGIMEN COMERCIAL Y DE INVERSIONES

1) Visión General

1. El marco jurídico general no ha sufrido grandes variaciones en el Uruguay desde su último examen en 1998, aunque se han introducido reformas en áreas específicas (véanse los capítulos III y IV).  También se han continuado adoptando medidas para aumentar la transparencia del régimen comercial y de inversiones, por ejemplo, mediante la publicación en línea de buena parte de la legislación.  

2. El Uruguay es Miembro fundador de la OMC y un participante activo en el sistema multilateral de comercio, al que considera de vital importancia para garantizar la no discriminación y el trato nacional, y evitar la imposición de medidas restrictivas y discriminatorias en forma unilateral.  El Uruguay participó en las negociaciones sobre servicios financieros celebradas en el marco del AGCS.  Sin embargo, el Uruguay no participó en las negociaciones sobre telecomunicaciones.  También participa activamente en el Programa de Doha para el Desarrollo, dentro del cual ha formulado numerosas propuestas individualmente o con otros Miembros.  La principal esfera de preocupación del Uruguay es la incorporación plena de la agricultura en las normas del sistema multilateral de comercio.

3. Desde el inicio de la OMC, el Uruguay ha mantenido un programa activo de notificaciones, aunque en determinadas áreas como la agricultura, las subvenciones y medidas compensatorias, y las empresas comerciales del Estado, las notificaciones llevan cierto retraso.  Desde su último examen en noviembre de 1998, el Uruguay ha utilizado en pocas ocasiones el mecanismo de solución de diferencias de la OMC, habiendo participado en tres diferencias como tercera parte y en una como demandado. 

4. El Uruguay lleva una política comercial autónoma, que sin embargo, debe compatibilizarse con sus obligaciones dentro del Mercado Común del Sur (MERCOSUR).  A través de su participación en el MERCOSUR, el Uruguay ha concluido acuerdos comerciales preferenciales con Bolivia, Chile, con la Comunidad Andina (Colombia, Ecuador y Venezuela), y con el Perú, los cuales son miembros asociados del Mercado Común.  El Uruguay mantiene varios acuerdos preferenciales bilaterales con otros países miembros de la ALADI.  El de mayor alcance es un Acuerdo de Libre Comercio con México, suscrito en 2003, y que abarca más del 90 por ciento del universo arancelario.

5. El régimen de inversiones del Uruguay está generalmente abierto a inversores privados, incluyendo extranjeros, salvo en los sectores considerados como de interés público nacional tales como las telecomunicaciones fijas, el agua y el saneamiento, y en áreas específicas en seguros y transporte.  El acceso a la operación de radios y estaciones de televisión, la navegación de cabotaje y el transporte interno de pasajeros por vías marítima y aérea, así como la pesca dentro de un área de 12 millas marinas están excluidos a la inversión extranjera.  El Gobierno no otorga ningún incentivo especial a la inversión extranjera, pero tampoco discrimina entre inversionistas locales y extranjeros.  El Uruguay ha firmado acuerdos bilaterales sobre inversiones con varios países, complementando así los principios de no discriminación y las garantías a la inversión consagradas en general en su Constitución.  El Uruguay ha asumido también compromisos bajo el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios de la OMC para consolidar y mejorar la previsibilidad de su régimen de inversión extranjera (véase el capítulo IV).
2) Formulación y Aplicación de la Política Comercial

i) Marco general jurídico e institucional

6. El marco general jurídico e institucional del Uruguay no ha cambiado sustancialmente desde su último examen en 1998.  El Uruguay es una República democrática con la separación de poderes en Ejecutivo, Legislativo y Judicial.  Conforme a la actual Constitución, aprobada en 1996, el Poder Ejecutivo es ejercido por el Presidente, que es elegido por un plazo de cinco años y no puede ser reelegido;  el Presidente actual asumió su cargo en marzo de 2005.  Presta asistencia al Presidente el Consejo de Ministros, integrado por 12 ministros, quienes son elegidos por el Presidente y son responsables ante la Asamblea General.  El Poder Legislativo es ejercido por el Senado, compuesto de 30 miembros, elegidos cada cinco años por voto popular, y presidido por el Vicepresidente de la República y por la Cámara de Representantes, compuesta de 99 miembros, también elegidos por un periodo de cinco años.  El Senado y la Cámara de Representantes juntos forman la Asamblea General.  Los miembros de la Asamblea General se eligen con un sistema de representación proporcional.
  

7. El Poder Judicial está presidido por la Suprema Corte de Justicia, compuesta por cinco miembros designados por la Asamblea General;  los jueces de otros tribunales son designados por la Suprema Corte;  en el caso de los tribunales precisan la aprobación del Senado.  Los procedimientos judiciales tienen normalmente dos instancias.  El sistema jurídico uruguayo se basa en normas legales, y aunque los veredictos de un tribunal o de un juez pueden servir de guía para juicios posteriores, esos veredictos no constituyen un precedente obligatorio.

8. El proceso legislativo no ha cambiado desde 1995.  Los proyectos de ley pueden tener su origen en cualquiera de las dos Cámaras, y pueden ser propuestos por cualquiera de sus miembros o por el Poder Ejecutivo, con la excepción de proyectos de ley que determinen exoneraciones tributarias o que fijen salarios mínimos o precios, los cuales deben ser iniciados por el Poder Ejecutivo.  Los proyectos de ley deben ser discutidos y aprobados por ambas Cámaras.  Una vez aprobados, los proyectos de ley pasan al Poder Ejecutivo, para ser publicados.  Si el Poder Ejecutivo tuviera objeciones sobre un proyecto, puede oponerse o hacer observaciones y devolverlo a la Asamblea General, dentro del plazo perentorio de diez días.  Cuando el Poder Ejecutivo devuelve un proyecto de ley, se convoca a la Asamblea General y tres quintos de los miembros presentes de cada una de las Cámaras deben tomar una decisión, pudiendo aceptar las observaciones o rechazarlas, manteniendo el proyecto sancionado.

9. La Constitución es la fuente jurídica de jerarquía superior, a la que siguen, en orden descendente, las leyes, los decretos y las resoluciones.  El Artículo 50 de la Constitución dispone que el Estado orientará el comercio exterior "protegiendo las actividades productivas cuyo destino sea la exportación o que reemplacen bienes de importación".  También dispone que la ley promoverá las inversiones destinadas a este fin, y encauzará preferentemente con este destino el ahorro público.  Aparte de estas disposiciones en la Constitución, el Uruguay no posee una ley general que regule el comercio exterior.  
10. Los tratados internacionales se negocian por el Poder Ejecutivo, el que los remite al Poder Legislativo para su aprobación, a efectos de proceder a la ratificación, una vez cumplida la instancia parlamentaria.  El Poder Legislativo tiene la potestad de aprobar o no el tratado, pero no de introducir modificaciones o enmiendas.  El Ministerio de Relaciones Exteriores es el encargado de celebrar tratados internacionales;  cuando se trata de tratados comerciales internacionales, las negociaciones se realizan en coordinación con el Ministerio de Economía y Finanzas y con el apoyo técnico de otras dependencias del Estado, según sea el caso.  

11. En el Uruguay, los tratados que cumplen con todas las etapas previstas tanto en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 como en la Constitución, forman parte del orden jurídico.  La Constitución no establece jerarquía alguna entre tratados y leyes.  No obstante, las autoridades indicaron que se percibe una doctrina y jurisprudencia mayoritarias en el sentido de atribuir jerarquía superior a los tratados, conforme a la cual éstos no pueden ser derogados por leyes posteriores, aunque tengan un contenido diverso.  Cuando se trata de contradicciones entre la Constitución y los tratados, empero, prevalece la Constitución.  No existe en principio jerarquía del punto de vista jurídico entre diferentes tipos de acuerdos internacionales, tales como los de la OMC y los del MERCOSUR.  A raíz de la adopción de los Acuerdos de la OMC, se han producido algunos cambios importantes en las leyes y reglamentos uruguayos relacionados con el comercio (véanse los capítulos III y IV).  

ii) Objetivos de la política comercial y de inversiones

12. Las autoridades consideran que el crecimiento y desarrollo de un país pequeño como el Uruguay está inexorablemente vinculado con la expansión, diversificación y modernización de su sector externo.
  El Uruguay declaró en la Conferencia Ministerial de Doha que apoya al sistema multilateral y a la OMC, que con sus pilares básicos de nación más favorecida, no discriminación y trato nacional, encarna el sistema de reglas y disciplinas multilaterales que evita la imposición de medidas restrictivas y discriminatorias en forma unilateral.

13. Amparado en lo dispuesto en su Constitución, el Uruguay continúa considerando la promoción de exportaciones como un eje importante de su política comercial.  En este sentido, la existencia de mercados más abiertos para sus principales bienes de exportación, por ejemplo textiles y productos agrícolas, es considerado de principal importancia para el Uruguay, para permitirle continuar explotando sus ventajas comparativas.  Por lo tanto, el Uruguay se ha propuesto desempeñar una activa función en el Programa de Doha para el Desarrollo.
14. El Uruguay considera que el objetivo prioritario de sus políticas económicas y comerciales es continuar profundizando la apertura al mundo a través de la integración regional y de conformidad con las normas multilaterales de comercio.  El Uruguay ha manifestado que tiene firme interés en el fortalecimiento del sistema multilateral y de la OMC.
  El Uruguay es miembro del Mercado Común del Sur (MERCOSUR), junto con Argentina, Brasil y Paraguay.  En el marco de su anterior examen de Política Comercial, el Uruguay destacó el importante papel y la contribución del MERCOSUR al proceso de liberalización del comercio regional y mundial, la plena compatibilidad de este proceso con las normas de la OMC y su contribución al desarrollo de las economías de los países miembros, al permitirles una mayor y mejor inserción en la economía internacional.
    

15. Desde su participación en el MERCOSUR, la política comercial del Uruguay está determinada en gran parte por las políticas comunes adoptadas en el plano regional.  La normativa del MERCOSUR dispone que ninguno de los Estados Partes pueda imponer autónomamente ninguna medida de política comercial, salvo en aquellos sectores que estén en la etapa de convergencia hacia la Unión Aduanera y a los que se hayan concedido una excepción al régimen general para el comercio extra y/o intrarregional.  En la práctica, sin embargo, al no haberse acordado una política común para ciertos sectores productores de bienes (azúcar en el comercio intra y extra regional, vehículos automotores y partes), una parte de la política comercial con respecto a bienes continúa siendo formulada e implementada a nivel nacional.  Las políticas con respecto a servicios continúan siendo elaboradas e implementadas a nivel nacional.  Las políticas de inversión y sobre propiedad intelectual también continúan diseñándose e implementándose a nivel interno.

iii) Formulación y aplicación de la política comercial

16. Las principales instituciones que formulan e implementan la política comercial en el Uruguay no han cambiado desde 1998 y continúan siendo los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Economía y Finanzas.  El Ministerio de Relaciones Exteriores es el órgano político-administrativo del Gobierno encargado de la conducción de la política internacional, incluyendo la política comercial.  Le compete, a su vez, la representación del país en el exterior y el establecimiento de las relaciones con Estados extranjeros y con los Organismos Internacionales en lo atinente a cuestiones internacionales en materias atribuidas a otros Ministerios.  De esta forma, le corresponde al Ministerio de Relaciones Exteriores planificar, dirigir, ejecutar y coordinar la política exterior del Uruguay en toda materia, incluyendo la política comercial.  La conducción de las negociaciones comerciales internacionales, en foros de negociación tales como la OMC y el MERCOSUR, se realiza en coordinación con el Ministerio de Economía y Finanzas y con el apoyo técnico de las dependencias del Estado que correspondan.  El Ministerio de Economía y Finanzas, por medio de la Asesoría de Política Comercial, está encargado de la formulación y aplicación de las políticas comerciales.  Esta es responsable de proporcionar al Ministerio de Economía y Finanzas el asesoramiento y la información que requiere la conducción superior de la política nacional en materia de comercio exterior, así como de implantar y aplicar dicha política en concordancia con las políticas regionales e internacionales.  La Asesoría de Política Comercial es responsable también de coordinar la posición de las distintas instituciones en lo que se refiere a la política comercial, así como de coordinar la política nacional en dichas materias con las políticas regionales e internacionales.
  

17. El Decreto Nº 253/003 de 19 de junio de 2003 estableció una Comisión Especial con la finalidad de asesorar al Gobierno sobre las medidas necesarias para incrementar el comercio exterior del país, y coordinar las acciones y negociaciones en materia de comercio exterior, así como efectuar el seguimiento de las mismas.  Sin embargo, a enero de 2006 la Comisión no era operativa. 
18. El sector privado participa en la elaboración de políticas comerciales a través de instituciones que interactúan individualmente o en forma asociativa con el sector público, pero no está vigente ningún grupo mixto especialmente dedicado a la formulación de la política comercial.  Entre las asociaciones del sector privado que interactúan con el Gobierno para la formulación de políticas comerciales figuran la Cámara de Industrias del Uruguay, la Cámara Nacional de Comercio y Servicios, la Cámara Mercantil, la Unión de Exportadores, la Asociación Rural, y la Federación Rural.  Las principales entidades de empresarios, productores y otros agentes se agrupan en el Consejo Superior Empresarial del Uruguay (COSUPEM), que da seguimiento a los diversos procesos de negociación en materia de comercio internacional.  A nivel regional, el Uruguay, a través del COSUPEM, participa en el Foro Consultivo Económico-Social del MERCOSUR, en el que participan asociaciones privadas y gremiales de los diferentes países miembros.

3) Régimen de Inversión Extranjera

19. Las inversiones en el Uruguay, incluyendo el régimen de inversión extranjera, continúan siendo regidas por la Ley N° 16.906 de 7 de enero de 1998 o Ley de Inversiones, y por varios decretos que estipulan inter alia los incentivos otorgados a los inversionistas (Decreto N° 59/998);  los requisitos y procedimientos para obtener dichos incentivos (Decreto N° 92/998) o que declaran ciertas actividades, por ejemplo la producción de software, de interés nacional (Decreto N° 84/999).
  La Ley de Inversiones derogó la Ley N° 14.179 de 1974 o Ley de Inversiones Extranjeras, que contenía requisitos y restricciones a la inversión extranjera. 

20. No se requiere autorización previa para la inversión extranjera.  Las empresas extranjeras pueden actuar por medio de una filial, una sucursal o una oficina de representación.  En el caso de establecer una empresa uruguaya, el inversor extranjero puede operar constituyendo una sociedad anónima uruguaya, que es el tipo societario utilizado con más frecuencia, de la cual puede llegar a poseer el 100 por ciento de su capital accionario (véase también el capítulo III 4) i)).    

21. La Ley de Inversiones dispone que el régimen de inversiones no discrimine entre inversionistas extranjeros establecidos en el país y locales.  Sin embargo, existen algunas limitaciones en cuanto al acceso al mercado.  En este sentido, las siguientes áreas están explícitamente excluidas a la inversión extranjera:  el acceso a la operación de radios y estaciones de televisión;  la navegación de cabotaje y el transporte interno de pasajeros por vías marítima y aérea;  la pesca dentro de un área de 12 millas marinas;  y la propiedad de más del 49 por ciento de las acciones de las empresas ferroviarias.  En general el inversor extranjero puede desarrollar cualquier tipo de actividad, en las mismas condiciones que los inversores locales.  El inversionista extranjero goza de los mismos incentivos que el inversionista local (véase el capítulo III 4) iii)).  El uso de personal extranjero no está restringido, salvo en algunos sectores como la pesca, buques y aeronaves de bandera nacional y en las zonas francas, donde tres cuartas partes de la fuerza laboral deben ser residentes en el Uruguay.  

22. A pesar de que no ha habido ningún caso de expropiación desde la adopción de la nueva Constitución en 1996, la Constitución uruguaya prevé que, en caso de expropiación, se efectúe una compensación inmediata.  En el caso de diferencias entre un inversionista y el Estado uruguayo, puede recurrirse a los tribunales.  
23. Además, desde su último examen en 1998, el Uruguay ha ratificado nueve acuerdos para la promoción y protección a las inversiones con Australia, El Salvador, los Estados Unidos, Finlandia, Israel, Malasia, México, Panamá y Venezuela.
  A diciembre de 2005, el Uruguay había firmado 27 acuerdos para la promoción y protección a las inversiones;  aparte de los antes mencionados, tenía acuerdos con Alemania, Bélgica, Canadá, Chile, la República Checa, China, España, Francia, Italia, Luxemburgo, los Países Bajos, Polonia, Portugal, Reino Unido, Rumania, Suecia y Suiza.  A la misma fecha un acuerdo con Armenia estaba pendiente de ratificación.  Adicionalmente, el Uruguay ha suscrito acuerdos de doble imposición con Alemania y Hungría.

24. El Uruguay es además miembro de organismos internacionales que promueven la seguridad de las inversiones, tales como el Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (MIGA) y el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, con sede en el Banco Mundial.

4) Relaciones Internacionales

i) Organización Mundial del Comercio

25. El Uruguay es Miembro originario de la OMC y concede, como mínimo, el trato NMF a todos sus interlocutores comerciales.  El Ministerio de Relaciones Exteriores representa al Uruguay ante la OMC, en coordinación con el Ministerio de Economía y Finanzas.  Como país en desarrollo, se beneficia de períodos de transición para aplicar los compromisos adquiridos en virtud de los diversos Acuerdos de la OMC.
  Los Acuerdos de la OMC fueron ratificados por la Ley N° 16.671 de 13 de diciembre de 1994.  El Uruguay era signatario del Acuerdo Internacional de la Carne de Bovino y del Acuerdo Internacional de los Productos Lácteos, ambos de carácter plurilateral y a los que se puso término a fines de 1997, pero no es signatario de los demás acuerdos plurilaterales de la OMC.  
26. El Uruguay participó en las negociaciones ampliadas de la OMC sobre servicios financieros pero no participó en las negociaciones sobre telecomunicaciones.  El Uruguay ha aceptado el Quinto Protocolo del AGCS (capítulo IV) 5)).
  En marzo de 2003, el Uruguay presentó su oferta inicial a los Miembros del Consejo del Comercio de Servicios;  en junio de 2005 el Uruguay revisó su oferta de servicios.  A diciembre de 2005, ambas ofertas eran aún de circulación restringida.
27. El cuadro AII.1 muestra la situación del Uruguay en relación con las prescripciones en materia de notificación de los Acuerdos de la OMC en noviembre de 2005.  Desde el inicio de la OMC, el Uruguay ha mantenido un programa activo de notificaciones, aunque en determinadas áreas como la agricultura, las subvenciones y medidas compensatorias, y las empresas comerciales del Estado, las notificaciones llevan cierto retraso.

28. Desde su último examen en noviembre de 1998, el Uruguay ha participado en cuatro casos en el marco del mecanismo de solución de diferencias de la OMC, en uno de ellos como demandado, y en tres en calidad de tercero.
  Desde la creación de la OMC en 1995, el Uruguay ha participado en un caso como demandante, en uno como demandado, y en cinco como tercera parte.  En junio de 2002, Chile solicitó celebrar consultas con el Uruguay en el marco del Órgano de Solución de Diferencias de la OMC en relación al Impuesto Específico Interno (IMESI) (véase también el capítulo III 2) v))
  Un Grupo Especial fue establecido en mayo de 2003 para tratar el asunto pero fue disuelto en agosto del mismo año a solicitud de las partes litigantes con el objeto de buscar una solución bilateral a dicha controversia.  En diciembre de 2003, Chile y el Uruguay firmaron un acuerdo solucionando la controversia.

29. El Uruguay ha participado en la preparación de las diferentes reuniones ministeriales.  El Uruguay, como país principalmente agrícola, ha sugerido que la agricultura sea integrada plenamente en las normas del comercio multilateral eliminando los apoyos internos y los subsidios a la exportación, y al mismo tiempo, abriendo nuevas oportunidades de acceso a los mercados para los productos agrícolas.
  En el contexto del Programa de Doha para el Desarrollo, el Uruguay junto con otros Miembros, presentó una propuesta al Comité de Negociaciones para la reunión ministerial de Cancún.
  El Uruguay junto a otros Miembros, manifestó su preocupación por el estado de las negociaciones, sobretodo en el ámbito agrícola.
  En este sentido, y como miembro del MERCOSUR, el Uruguay presentó algunas consideraciones en relación a las negociaciones de productos agrícolas.
  El Uruguay junto con otros Miembros, presentó también posiciones al Consejo del Comercio de Servicios, al Grupo de Negociación sobre la Facilitación del Comercio y al Grupo de Negociación sobre el Acceso a los Mercados.

30. En 2003, el ámbito del Grupo de Negociación sobre el Acceso a los Mercados el Uruguay notificó sus obstáculos no arancelarios.

31. En la Conferencia Ministerial de Hong Kong, el Uruguay reiteró su compromiso con una culminación exitosa de las negociaciones de Doha, y con el sistema multilateral en general, y recalcó la importancia de lograr un comercio más libre y más justo y equitativo.  El Uruguay remarcó que para que el mandato de Doha se cumpla en su integridad es necesario incorporar la agricultura a las disciplinas multilaterales, asegurando un acceso sustantivo a los mercados, la eliminación de los subsidios a la exportación para los productos agrícolas, así como una reducción sustantiva de los apoyos internos que distorsionan el comercio.  El Uruguay además notó que considera imprescindible acordar un trato especial y diferenciado para los países en desarrollo que atienda sus necesidades de desarrollo y mantenga una justa proporcionalidad respecto a los compromisos más sustantivos que deben adoptar los países desarrollados.

ii) Acuerdos preferenciales
a) ALADI

32. El Uruguay es miembro de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), creada en 1980 por el Tratado de Montevideo, y como tal ha concertado acuerdos de diverso alcance con los distintos países partes.
  A noviembre de 2005, el Uruguay había suscrito 37 Acuerdos de Alcance Parcial (AAP) y 10 acuerdos regionales relativos a preferencias arancelarias.

33. En el marco de los acuerdos de la ALADI, el Uruguay suscribió el 15 de noviembre de 2003 un Tratado de Libre Comercio con México.  Este acuerdo, adoptado por el Uruguay a través de la Ley N° 17.766 de 17 de mayo de 2004, fue internalizado a través de la Nota Conjunta Nº 053/04 y Nº 302/04 de 17 de junio de 2004 (CR/di 1797), y entró en vigor el 15 de julio de 2004.  El tratado establece una zona de libre comercio entre ambos países y estipula que sus disposiciones prevalecerán en caso de incompatibilidad entre ellas y las disposiciones de los tratados y acuerdos a que los dos países sean parte, incluyendo el Acuerdo sobre la OMC y el MERCOSUR.  Ambas partes se comprometieron a eliminar aranceles desde la fecha de entrada en vigor del acuerdo, con excepción de los productores automotores, petróleo crudo y sus derivados, y los productos contenidos en la lista de excepciones.
  La mayor parte de los productos contenidos en la lista de excepciones del Uruguay quedó sujeta a una tasa de reducción (es decir, margen de preferencia) de 50 por ciento.  Para unos cuantos productos la tasa de reducción es superior (de 60, 70 u 80 por ciento) y para los productos sensibles (ciertos productos de confección, ciertos aceites, vehículos) la reducción es cero en la mayoría de los casos, y del 12 por ciento para unos pocos productos.

34. El Tratado estableció también una pormenorizada regulación sobre salvaguardias y prácticas desleales de comercio, así como sobre políticas de competencia.  Contiene además reglas de origen, dispositivos sobre medidas sanitarias, fitosanitarias y normas técnicas vinculadas al comercio, así como sobre propiedad intelectual e inversión.  En lo relativo a servicios, el Tratado dispone que cada Parte otorgue trato nacional y NMF a los servicios y prestadores de servicios de la otra Parte.  También se dispone que ninguna Parte exija a un prestador de servicios de la otra Parte que establezca o mantenga una oficina de representación ni ningún tipo de empresa, o que sea residente en su territorio como condición para la prestación transfronteriza de un servicio.  El Tratado excluye de su ámbito de aplicación a los servicios financieros y a los servicios de transporte aéreo.  Tampoco están incluidas las compras gubernamentales.

b)
MERCOSUR

35. El Uruguay fue miembro fundador, junto con la Argentina, el Brasil y el Paraguay, del Mercado Común del Sur (MERCOSUR) creado en marzo del 1991 por el Tratado de Asunción.  Su objetivo es el establecimiento de un mercado común que comprenda la libre circulación de mercancías, servicios, capitales y mano de obra entre los países miembros.
  El Protocolo Adicional al Tratado de Asunción sobre la Estructura Institucional del MERCOSUR (Protocolo de Ouro Preto), suscrito en 1994, atribuyó al MERCOSUR personalidad jurídica de derecho internacional.  El MERCOSUR ha aceptado la participación de otros países de la ALADI desde enero de 1997.  

36. El MERCOSUR fue notificado por primera vez al GATT en julio de 1992 en el marco de la Cláusula de Habilitación.
  Desde febrero de 1996, el Comité de Acuerdos Comerciales Regionales de la OMC ha examinado el MERCOSUR a la luz de las disposiciones pertinentes del GATT de 1994, con inclusión del artículo XXIV.  A diciembre de 2005, el Grupo de Trabajo sobre el MERCOSUR, establecido en mayo de 1993, ha examinado en tres ocasiones el funcionamiento del Tratado de Asunción (la última tuvo lugar en mayo de 1997).
  Los países del MERCOSUR han facilitado a la OMC información sobre numerosos aspectos de su marco institucional y jurídico.
  En mayo de 2005, la Secretaría de la OMC emitió un documento con el cálculo de los promedios ponderados de los tipos arancelarios y derechos de aduana percibidos por los miembros del MERCOSUR.

37. La estructura institucional del MERCOSUR, establecida por el Protocolo de Ouro Preto suscrito en 1994 y en vigor desde diciembre de 1995, prevé dos tipos de órganos:  los decisorios y los no decisorios.  Entre los primeros, se establecen:  el Consejo del Mercado Común (CMC), como responsable de profundizar el proceso de integración y lograr los objetivos del Tratado de Asunción, y que jurídicamente se pronuncia fundamentalmente mediante Decisiones;  el Grupo Mercado Común (GMC), que es el órgano ejecutivo responsable de supervisar la aplicación del Tratado de Asunción y se pronuncia jurídicamente por Resoluciones;  y la Comisión de Comercio (CCM), que dicta Directivas, y tiene el cometido de velar por la aplicación de los instrumentos comunes de política comercial y examinar las políticas comerciales comunes relacionadas tanto con el comercio regional como con terceros países.  Los pronunciamientos de estos órganos son obligatorios para los Estados Partes, de acuerdo al procedimiento de vigencia de las normas establecido en el Protocolo de Ouro Preto.  Los órganos no decisorios son la Comisión Parlamentaria Conjunta, el Foro Consultivo Económico y Social, y la Secretaría Administrativa del MERCOSUR.
38. Desde el último examen del Uruguay en 1998 se ha producido una evolución en el marco institucional del MERCOSUR.  Entre otros, se ha racionalizado la Secretaría Administrativa del MERCOSUR, transformándola en Secretaría Técnica y confiriéndole cometidos más amplios.
  

39. Se reformó, asimismo, el mecanismo de solución de controversias.  En sustitución del Protocolo de Brasilia se ha adoptado el Protocolo de Olivos, firmado en 2002 y en vigencia a partir de enero de 2004.  Entre otras modificaciones, se estableció un procedimiento que admite dos instancias:  la primera a cargo de un tribunal arbitral ad hoc;  y la segunda dirimida por un nuevo órgano, el Tribunal Permanente de Revisión.  Este último órgano tiene además la facultad de emitir opiniones consultivas y de actuar como tribunal en instancia única, mediando acuerdo de las partes en la controversia.

40. Otra innovación es el establecimiento de una opción de foro, según la cual el país demandante puede seleccionar el foro al cual acudirá para resolver la controversia, ya sea el sistema del MERCOSUR, el mecanismo de solución de diferencias de la OMC o de otros esquemas preferenciales de comercio de los que sean parte individualmente los Estados Partes del MERCOSUR.  Una vez comenzadas las actuaciones procesales en un foro no se podrá acudir a otro, cualquiera fuere el resultado obtenido.  Durante el período bajo examen, el Uruguay ha participado en seis controversias en el marco del MERCOSUR, cuatro como demandante y dos como demandado.

41. El Tratado de Asunción estipula la libre circulación de bienes entre los países miembros, habiéndose establecido un cronograma para alcanzar la misma a través del Programa de Liberalización Comercial.  A partir del 1° de enero del 2000, con la excepción del sector azucarero y el automotriz existe la libre circulación de bienes en el MERCOSUR para todos aquellos bienes que tengan certificado de origen MERCOSUR.  Aún no se han definido fechas específicas de la integración a la política comercial común de estos sectores.  

42. El AEC del MERCOSUR ha estado en vigor desde enero de 1995 (véase también el capítulo III 2) iv)).  El AEC vigente admite determinadas excepciones que han sido adoptadas por diferentes Decisiones del CMC.
  Las tasas del AEC del MERCOSUR sólo pueden modificarse con el consentimiento de todos los miembros.  

43. En diciembre de 2004, se adoptó la Decisión N° 54/04 que contiene un Acuerdo sobre la Eliminación del Doble Cobro del AEC y la Distribución de la Renta Aduanera en el MERCOSUR con el fin de profundizar la Unión Aduanera.
  La Decisión prevé eliminar el doble cobro del AEC por la vía de conceder el tratamiento de originarios a los bienes importados de la extrazona que cumplen con la política arancelaria común del MERCOSUR.  A tal efecto, se establecieron dos etapas para su implementación.  La primera fase de aplicación de la Decisión N° 54/04 fue implementada en el Uruguay a partir del 1° de enero de 2006, según lo dispuesto por el Decreto N° 536/005 de 26 de diciembre de 2005.  La implementación está condicionada a la aprobación y puesta en vigor de un Código Aduanero del MERCOSUR y a la adopción de un Documento Único Aduanero del MERCOSUR, un entendimiento sobre la distribución de la renta aduanera, y la interconexión de los sistemas informáticos de gestión aduanera y el establecimiento de la Base de Datos de Registros de Infractores Regionales (RIM).  Las autoridades indicaron que la aprobación de estos tres requisitos para implementar la segunda etapa debe realizarse a más tardar en 2008.  
44. En 2002, el Consejo del Mercado Común adoptó los Acuerdos de la OMC sobre Antidumping y sobre Subsidios y sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, y otras normas complementarias a las normas de la OMC referentes a la defensa comercial para su aplicación al comercio entre los países miembros.
  En 2003, se aprobó en el CMC el Protocolo MERCOSUR sobre Compras Gubernamentales, que entrará en vigencia tras la ratificación parlamentaria por dos de los cuatro miembros;  a fines del 2005, el Protocolo aún no había sido ratificado por ningún miembro.  En diciembre de 2004, se presentó el Reglamento correspondiente, el cual fue sujeto a modificaciones y, a febrero de 2006, se encontraba pendiente de aprobación.

45. El Protocolo de Montevideo, firmado en 1997, apunta a la liberalización de los servicios en un período de diez años.  El Protocolo ha sido ratificado por la Argentina, el Brasil y el Uruguay (Ley N° 17.855 de 20 de diciembre de 2004), y entró en vigor el 7 de diciembre de 2005.  Con el propósito de coordinar las políticas macroeconómicas se instituyó en 2000 el Grupo de Monitoreo Macroeconómico, integrado por representantes de los Ministerios de Hacienda y de los Bancos Centrales.
  

c)
Otros acuerdos comerciales e iniciativas regionales

46. En el marco de la ALADI, el MERCOSUR ha firmado varios acuerdos que contienen disposiciones sobre normas de origen, salvaguardias, prácticas comerciales desleales, restricciones no arancelarias, política de competencia, valoración en aduana, normas técnicas, sanitarias y fitosanitarias, incentivos a la exportación y un mecanismo para la solución de diferencias (cuadro II.1).  El MERCOSUR también ha empezado a negociar tratados de libre comercio con miembros de fuera de la región y hasta el momento ha firmado tratados marco con la India, la Unión Aduanera de Sudáfrica, Lesotho, Namibia, Swazilandia y Botswana, y Egipto.

Cuadro II.1

Acuerdos marco y de libre comercio concluidos por el MERCOSUR, diciembre de 2005

	Acuerdo
	Fecha de la firma/
entrada en vigor
	Observaciones

	Acuerdos de libre comercio

	MERCOSUR-Chile
	25 de junio de 1996/
1º de octubre de 1996
	Eliminación de los derechos para al menos tres cuartas partes de las líneas arancelarias antes de enero de 2004 y para todas las líneas arancelarias antes de 2014

	MERCOSUR-Bolivia
	17 de diciembre de 1996/ 2 de marzo de 1997
	Establecimiento de una zona de libre comercio para el 1º de enero de 2006

	MERCOSUR-Comunidad Andina
	16 de diciembre de 2003/ Aún no está en vigor
	Establecimiento gradual de una zona de libre comercio en un período de transición de 10 años;  rondas de negociaciones actualmente en curso

	MERCOSUR-Perú
	25 de agosto de 2003/ Aún no está en vigor
	Establecimiento de una zona de libre comercio en un período de transición máximo de 15 años

	Acuerdos marco

	MERCOSUR-Sudáfrica;  MERCOSUR y Lesotho, Namibia, Swazilandia y Botswana (2003)
	15 de diciembre de 2000
	Se pretende establecer un acuerdo de preferencias fijas como primera etapa, de manera de crear las condiciones para la firma de un acuerdo de libre comercio en una etapa posterior

	MERCOSUR-México
	5 de julio de 2002
	Establecimiento gradual de una zona de libre comercio;  negociaciones en curso.  El MERCOSUR y México firmaron un acuerdo de alcance parcial que prevé el libre comercio de vehículos para 2011

	Acuerdo Marco MERCOSUR-India Acuerdo preferencial de comercio MERCOSUR-India
	17 de junio de 2003
25 de enero de 2004
	Cobertura limitada (unas 900 partidas arancelarias);  concesiones aún por finalizar con márgenes de preferencias de 10 ó 20 por ciento, que alcanzan el 100 por ciento para un grupo limitado de productos

	Acuerdo Marco 
MERCOSUR-Egipto
	7 de julio de 2004
	Se pretende establecer un acuerdo de preferencias fijas en una primera etapa, como paso previo a un acuerdo de libre comercio.


Fuente:
Secretaría del MERCOSUR.

47. Los Miembros de la OMC fueron informados de la conclusión de los acuerdos con Chile y Bolivia en un informe presentado por la Secretaría de la ALADI al Comité de Comercio y Desarrollo, pero no se ha realizado ninguna notificación formal.
  Tampoco se han notificado los acuerdos concluidos con el Perú, Colombia, Venezuela, Ecuador y México.  

48. El Uruguay participa en el proceso de negociaciones del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), iniciativa lanzada en diciembre de 1994 con el propósito de eliminar progresivamente las barreras al comercio de bienes y servicios, y a las inversiones entre los 34 países participantes del hemisferio occidental.  El calendario original, establecía la firma del ALCA para el 1° de enero de 2005 y su entrada en vigor, tras su ratificación, para el 31 de diciembre del mismo.  Sin embargo, las negociaciones no pudieron concluirse en el plazo previsto.  
49. El MERCOSUR y la Unión Europea están en el proceso de negociar un acuerdo de asociación interregional para el establecimiento de una asociación política y económica basado en el Acuerdo Marco Interregional de Cooperación entre la UE y el MERCOSUR, firmado en 1995.  
50. El Uruguay se beneficia del Sistema Generalizado de Preferencias de Belarús, Bulgaria, el Canadá, los Estados Unidos, el Japón, Nueva Zelandia, Noruega, Rusia, Suiza y la Unión Europea. 

51. Uruguay no participa individualmente del Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo (SGPC);  sin embargo, el MERCOSUR como grupo ha participado en la segunda ronda de intercambio de concesiones arancelarias.
  

5) Asistencia Técnica Relacionada con el Comercio

52. El Uruguay se ha beneficiado de asistencia técnica relacionadas con el comercio de varios organismos internacionales, incluyendo la OMC.  La asistencia técnica que la OMC ha prestado al Uruguay se ha centrado principalmente en mejorar los conocimientos de los funcionarios públicos sobre las cuestiones relacionadas con la OMC.  Desde 1999, hasta noviembre de 2005, el Uruguay participó en 96 actividades de asistencia técnica, con inclusión de 68 talleres, seminarios y actividades de formación técnica a nivel regional y nueve actividades de formación a nivel nacional.  Estas actividades han abarcado una amplia variedad de temas de la normativa de la OMC, con inclusión de la agricultura, la solución de diferencias, las prácticas antidumping, las disciplinas sobre subvenciones, los acuerdos comerciales regionales, los obstáculos técnicos al comercio, las medidas sanitarias y fitosanitarias, los servicios, la contratación pública, la facilitación del comercio y las inversiones.  

53. El Uruguay también se ha beneficiado de los programas de asistencia técnica y formación proporcionados por otros organismos multilaterales, como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Centro de Comercio Internacional (CCI), la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (CNUCED), la OMPI y la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial (ONUDI), así como de programas de donantes bilaterales.
� Disponible en:  http://www.hg.org/guide-uruguay.html, octubre de 1997.


� Uruguay XXI, Acerca de Uruguay.  Disponible en: http://www.uruguayxxi.gub.uy/.


� Constitución de la Republica Oriental del Uruguay, Sección VII de la Proposición, Discusión, Sanción y Promulgación de las Leyes.


� Documento de la OMC WT/MIN(01)/ST/35, de 10 de noviembre de 2001.


� Documento de la OMC WT/TPR/G/50, de 12 de octubre de 1998.


� Ibid.


� Disponible en:  http://www.mef.gub.uy/portada_comercio.php.


� Más información sobre el régimen de inversión en el Uruguay se encuentra en el sitio Internet de la agencia gubernamental Uruguay XXI:  http://www.uruguayxxi.gub.uy.


� Ratificados a través de las Leyes Nº 17.573 de 22 de octubre de 2002 (Acuerdo con Australia);  N° 17.943 de 4 de enero de 2006 (Estados Unidos);  N° 17.759 de 12 de mayo de 2004 (Finlandia);  N° 17.839 de 27 de septiembre de 2004 (Israel);  Nº 17.530 de 9 de agosto de 2002 (Malasia);  N° 17.501 de 27 de mayo de 2002 (México);  Nº 17.446 de 31 de diciembre de 2001 (Panamá);  y Nº 17.441 de 28 de diciembre de 2001 (Venezuela).  


� Documento de la OMC WT/Let/1, de 1º de marzo de 1995.


� Documento de la OMC S/C/W/223, de 5 de mayo de 2003


� Documentos de la OMC WT/DS121/R, de 25 de junio de 1999;  WT/DS291/24- WT/DS292/18- WT/DS293/18, de 5 de marzo de 2004;  y WT/DS/OV/24, de 15 de junio de 2005.


� Documento de la OMC WT/DS261/1- G/L/555, de 26 de junio de 2002.  


� Documento de la OMC WT/DS261/7, de 14 de enero 2004.


� Documentos de la OMC WT/MIN(99)/ST/47, de 1° de diciembre de 1999;  WT/MIN(01)/ST/35, de 10 de noviembre de 2001;  y WT/MIN(03)/ST/25, de 11 de septiembre de 2003.


� Documento de la  OMC TN/C/W/13, de 6 de junio de 2003.


� Documento de la OMC TN/AG/GEN/7, de 18 de agosto de 2003.


� Documento de la OMC TN/MA/W/23, de 15 de enero 2003.


� Documentos de la OMC TN/S/W/31, de 18 de febrero de 2005;  TN/TF/W/41, de 2 de junio de 2005;  y TN/MA/W/50, de 24 de febrero de 2005.


� Documento de la OMC TN/MA/W/25/Add.1, de 13 de mayo de 2003.


� Documento de la OMC WT/MIN(05)/ST/150, 17 de diciembre de 2005.


� Los países miembros de la ALADI son la Argentina, Bolivia, el Brasil, Chile, Colombia, Cuba, el Ecuador, México, el Paraguay, el Perú, el Uruguay y Venezuela.


� La lista completa de todos los acuerdos vigentes está disponible en línea en:  http://www.aladi.org/NSFALADI/cuaderno.NSF/0/edab40b53c5c92050325704d004db093?OpenDocument.


� En el caso del Uruguay, la lista de excepciones contiene productos como:  los animales vivos;  la carne bovina y de otros animales;  pescados y mariscos;  leche y productos lácteos;  miel;  cabello;  coral y materias similares;  esponjas naturales;  ciertas frutas, legumbres y nueces;  semillas y especies;  ciertos granos y cereales;  harinas, féculas y almidones;  paja;  resinas,  extractos y materias vegetales;  grasas y aceites animales y vegetales;  embutidos;  extractos de carne y de pescado;  azúcares y productos del azúcar;  cacao y productos del cacao;  extracto de malta;  productos a base de cereales;  complementos alimenticios;  aguas minerales;  vinos, alcoholes, licores y aguardientes;  vinagre;  tortas y otros residuos sólidos;  alimentos preparados para animales;  cigarrillos, cigarros y tabaco;  extractos y jugos;  ciertas materias y fibras textiles;  prendas de vestir;  tractores, camiones y otros vehículos pesados;  vehículos;  remolques;  y cisternas.  


� Acuerdos de Alcance Parcial - Complementación Económica, AAP.CE Nº 60, Capítulo III. Anexo 3-03(4).  Lista de Excepciones, Sección B - Lista de productos de Uruguay.


� Disponible en:  http://www.mrree.gub.uy/mrree/Asuntos_Economicos%5Cum.htm.


� Las disposiciones del Tratado de Asunción se han incorporado al marco jurídico de la ALADI mediante el Acuerdo de Complementación Económica N° 18.  


� Documento de la OMC WT/L/127, de 7 de febrero de 1996.


� Documentos del GATT L/7044, de 9 de julio de 1992;  L/7370, de 18 de enero de 1994;  y L/7370/Add.1, de 18 de enero de 1994.  Documentos de la OMC WT/COMTD/5/Rev.1, de 25 octubre 1995 y serie de documentos WT/COMTD/1.


� Documento de la OMC WT/COMTD/1 y sus adiciones y revisiones posteriores a 1995.


� Documento de la OMC WT/COMTD/1/Add.15, de 24 de mayo de 2005.  En el caso del Uruguay, el arancel promedio ponderado pasó de 8,9 por ciento antes de la unión aduanera a 11,2 por ciento después de la unión aduanera en 1995, y a 13,6 por ciento considerando el arancel externo común 2006.


� MERCOSUR CMC/DEC/30/02. Transformación de la Secretaría Administrativa del MERCOSUR en Secretaría Técnica.  Disponible en:  http://www.sice.oas.org/trade/mrcsrs/decisions/dec3002s.asp.


� Las controversias son las siguientes (demandante/demandado):  Uruguay/Argentina, "Restricciones de Acceso al Mercado Argentino de Bicicletas de Origen Uruguayo";  Uruguay/Brasil, "Prohibición de Importación de Neumáticos Remoldeados Procedentes de Uruguay";  Uruguay/Brasil, "Medidas discriminatorias y restrictivas al comercio de tabaco y productos derivados del tabaco";  Paraguay/Uruguay, "Aplicación del 'IMESI' a la Comercialización de Cigarrillos";  y Argentina/Uruguay, "Incompatibilidad del Régimen de Estímulo a la Industrialización de Lana Otorgado por Uruguay Establecido por la Ley Nº 13.695/68 y Decretos Complementarios con la Normativa MERCOSUR que Regula la Aplicación y Utilización de Incentivos en el Comercio Intrazona";  y Uruguay/Argentina, "Controversia por Ley N° 25.626.  Prohibición de importación de neumáticos remoldeados".


� La lista de excepciones al Arancel Externo Común que los Estados Partes podrán establecer y mantener hasta el 31 de diciembre de 2008 se encuentra en la Decisión CMC N° 38/05, de aplicación en el Uruguay a través del Decreto N° 538/005 de 26 de diciembre de 2005, encontrándose la lista de excepciones para el Uruguay en el Decreto N° 543/005 de 26 de diciembre de 2005.


� MERCOSUR CMC/DEC/54/04.


� MERCOSUR CMC/DEC/13/02, CMC/DEC/14/02 y CMC/DEC/22/02.


� MERCOSUR CMC/DEC/55/04.  Información en línea de la Dirección General de Aduanas.  Disponible en:  http://www.aduanas.gub.uy/.


� MERCOSUR CMC/DEC/30/00.


� Documento de la OMC WT/COMTD/11, de 8 de octubre de 1997.


� Información en línea del Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo.  Disponible en:  http://www.g77.org/gstp/#membership.





